SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA N 061
RADICACIÓN: 661703104001 2019 00055-01
ACCIONANTE: ALEJANDRO QUINTERO y otros
DEMANDAS ACUMULADAS 
CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO A LA VIVIENDA DIGNA / ES DE CARÁCTER FUNDAMENTAL / EVOLUCIÓN JURISPRUDENCIAL / INSTALACIÓN DEL SERVICIO DE ENERGÍA / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / EXISTE OTRO MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL.
… en cuanto a la procedencia de la acción de tutela para resolver la pretensión de todos los demandantes –que la CHEC realice la conexión del servicio de energía eléctrica-, la Corte Constitucional en sentencia T-189/16 dejó en claro:

“[…] 3.1 En relación con la protección del derecho a la vivienda digna por vía de tutela, inicialmente la jurisprudencia de la Corte Constitucional la consideró improcedente, argumentando que al igual que otros derechos de contenido social, económico o cultural, este no otorgaba a la persona un derecho subjetivo para exigir al Estado en una forma directa e inmediata su plena satisfacción…
“Aquella tesis fue moderada posteriormente por la Corte al señalar que era procedente la acción de tutela pese al carácter no fundamental del derecho a la vivienda digna, siempre que existiera una relación de conexidad con la vulneración de otros derechos fundamentales…
“Finalmente, en lo que se ha considerado una tercera fase de la jurisprudencia constitucional con relación al derecho a la vivienda digna, este ha sido entendido como un derecho fundamental en sí mismo…

“Conforme a la tesis acogida por esta Corporación, es procedente la acción de tutela para garantizar la protección de los derechos fundamentales, cuando resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas o de particulares y no existan otros mecanismos judiciales de defensa, salvo la inminencia de un perjuicio irremediable”. (…)

Como se indicó anteriormente, la entidad ya emitió una decisión por medio de la cual negó el servicio, y aunque la solicitud no la elevó ninguno de los accionantes, si queda la jurisdicción contencioso administrativa para que allí se debata si en efecto le asiste a los habitantes del barrio “Lusitania” el derecho de obtener tal servicio.
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                                RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintiuno (21) de junio de dos mil diecinueve (2019)
Acta de Aprobación N° 569
Hora: 11:00 a.m.                            
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por los accionantes MARÍA ENSUEÑO BEDOYA, ANDREA YULIETH LOAIZA OSORIO, OLGA VICTORIA ALZATE HERNÁNDEZ, CLAUDIA MARÍN, YESSICA AMANDA GIRALDO SÁNCHEZ, MÓNICA ANDREA GARCÍA PRADA, JOSÉ ANINAL LOAIZA OSORIO, DANIELA MEJÍA GIL, NORBEY MARULANDA TORO, MAYDA ALEXA BOTERO DÍAZ y SANDRA MILENA GÓMEZ, frente al fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), con ocasión de la acción de tutela interpuesta contra la Central Hidroeléctrica de Caldas -en adelante CHEC-.
2.- DEMANDA 

Informaron los accionantes
: (i) que residen en la invasión “Lusitania” en el municipio de Dosquebradas y no cuentan con el suministro de energía eléctrica; (ii) solicitaron a la CHEC el servicio, sin embargo, les informaron: “En revisión realizada se detecta que existen redes cercanas para el suministro de energía y que la única limitante es definir si el sector está catalogado como zona de alto riesgo, ya que las viviendas presentan cercanía al río que pasa por el sector, por lo cual se le informa que es necesario prestar certificado del ente Municipal, el cual debe determinar si el sector está catalogado como zona de alto riesgo o no”; (iii) aún no cuentan con el certificado solicitado por la empresa de energía, por cuanto el sector está identificado como invasión, pero esa condición no es razón para negar el servicio; (iv) la compañía dice que no puede realizar la conexión, con el argumento que los inmuebles se encuentran en zona de alto riesgo; (v) contra la decisión de la CHEC se interpuso el recurso de reposición y en subsidio el de apelación –por parte de la señora ANEY SUGEY ALZATE CRUZ-, y la entidad resolvió confirmar la negación del servicio; (vi) la empresa desconoce ese derecho cuando la ley permite que cualquier persona pueda obtenerlo por la mera capacidad de contratar, que habite o utilice de modo permanente un inmueble, sin importar la condición en la que lo hace; y (vii) por las condiciones de extrema pobreza se vieron obligados a vivir en una zona de alto riesgo, pero ello no implica dejar de ser titulares del núcleo esencial del derecho fundamental a la prestación de los servicios públicos domiciliarios.
Piden la protección de sus derechos fundamentales, y en consecuencia se ordene a la CHEC realizar la conexión de energía en las viviendas ubicadas en el barrio “Lusitania”.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Luego de haber recibido las acciones de tutelas procedentes de varios despachos judiciales
, el despacho acumuló las mismas, admitió la acción de tutela contra la CHEC y vinculó a la ALCALDÍA DE DOSQUEBRADAS. Las entidades se pronunciaron así: 

- La CHEC a través de apoderado judicial manifestó que la empresa presta el servicio de energía eléctrica a quien lo solicita, sin embargo, en este asunto la negación del servicio obedece a que no se puede prestar el mismo en zonas de alto riesgo. Dichas explicaciones fueron informadas a los accionantes.

El contrato de Condiciones Uniformes –CCU- en la cláusula 8 numeral 2° sobre la negación del servicio, dispone que procede “Cuando la zona haya sido declarada como de alto riesgo, según decisión de la autoridad competente”.
Por tanto, la entidad no está negando el servicio de manera irracional o arbitraria, ni está vulnerando derecho fundamental alguno.

- La ALCALDÍA DE DOSQUEBRADAS a través de apoderada judicial informó que el municipio no es la entidad responsable de prestar el servicio de energía que reclaman los accionantes, por tal motivo, se debe declarar la falta de legitimación en la causa por pasiva.

3.2- Culminado el procedimiento a seguir y en el plazo constitucional, el juzgado de instancia profirió sentencia en la que negó el amparo reclamado al estimar que la acción de tutela es improcedente.

Para llegar a la anterior determinación argumentó que si bien el derecho a la vivienda digna implica contar con los servicios públicos esenciales, en el presente asunto no es posible emitir una orden a la entidad para que brinde el servicio de energía con todas las implicaciones que conlleva la instalación de una red eléctrica, toda vez que lo procedente es que el ente territorial reubique las personas que allí habitan. Además de lo anterior, ninguno de los accionantes acreditó sumariamente que la falta del suministro del servicio de energía afecte derechos de rango fundamental, como la vida o la integridad personal de cada uno de los habitantes del sector.
Finalmente requirió a la ALCALDÍA DE DOSQUEBRADAS para que informe a los accionantes sobre planes o proyectos de reubicación de vivienda y los requisitos para acceder al mismo.

4.- IMPUGNACIÓN

Los accionantes fueron notificados de la providencia adoptada, y varios de ellos manifestaron que la impugnaban, sin que hubieran efectuado argumentación alguna.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91, y 1º del Decreto 1382/00 modificado por los Decretos 2591/91 y 1983/17.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto negó por improcedente la tutela impetrada. De acuerdo con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. Es por ello que se erige en el instrumento válido con el que cuentan los ciudadanos para acudir ante cualquier juez de la República en procura de hacer respetar los derechos fundamentales al resultar afectados o vulnerados, siempre y cuando no haya otro medio de defensa judicial al que se pueda recurrir o de existir éste, se busque evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual la tutela procederá de manera transitoria.

No obstante la falta de argumentación de los accionantes, en aplicación del principio de informalidad que rige la acción de tutela y con fundamento en las normas señaladas por la Corte Constitucional, lo único que debe verificarse es si la impugnación fue presentada en el término correspondiente -lo que en efecto acá sucedió- y, de ser así, deberá dársele el trámite que corresponde
.

En este caso, los ciudadanos ALEJANDRO QUINTERO GONZÁLEZ, VIVIANA ZAPATA GARCÍA, LAURA ISABEL GUTIÉRREZ SÁNCHEZ, JORGE ELIECER LOAIZA OSORIO, MARÍA ENSUEÑO BEDOYA, ANDREA YULIETH LOAIZA OSORIO, OLGA VICTORIA ALZATE HERNÁNDEZ, GLORIA PATRICIA PUERTA AGUDELO, CLAUDIA MARÍN, YESSICA AMANDA GIRALDO SÁNCHEZ, ANGIE VIVIANA RONDÓN AGUIRRE, MÓNICA ANDREA GARCÍA PRADA, CONSUELO MARÍN, LINA MARÍA SOTO GALVIS, CARLOS ALBERTO GARCÍA DÍAZ, LUZ AIDE BUITRAGO, JOSÉ ANINAL LOAIZA OSORIO, PAOLA ANDREA TABORDA OCAMPO, DANIELA MEJÍA GIL, DIANA MARÍA ATEHORTUA VÁSQUEZ, NORBEY MARULANDA TORO, MARTHA GLADIS ARTEAGA MONTOYA, JOSÉ WILMAR GUARÍN, MAYDA ALEXA BOTERO DÍAZ, SANDRA YAMILEDT GONZÁLEZ OCAMPO, SANDRA MILENA GÓMEZ concurren ante el juez constitucional con el fin de lograr la protección de los derechos que considera quebrantados por la CHEC, al no efectuar la instalación del servicio de energía eléctrica en las viviendas ubicadas en el barrio “Lusitania” del municipio de Dosquebradas, decisión que soporta la entidad en el hecho de que las viviendas se encuentran en una zona de alto riesgo.

En el presente asunto, se tiene que la ciudadana ANNY SUGEY ALZATE -quien no es accionante- elevó un derecho de petición ante la CHEC en nombre de la comunidad “Lusitania” mediante el cual solicitó el servicio de energía eléctrica; sin embargo, ante dicha solicitud la entidad negó la conexión con el argumento que no era viable como quiera que se trataba de viviendas ubicadas en zona de alto riesgo, situación que fue comunicada a la señora ANNY SUGEY ALZATE. Y aunque los aquí accionantes no aportaron el acto administrativo que negó el servicio, si se aprecia que la mencionada ciudadana interpuso el recurso de reposición y en subsidio el de apelación
, y la entidad confirmó la negación del servicio. 
Como se puede observar, no fueron los accionantes en esta petición de amparo quienes elevaron la solicitud ante la CHEC para que la empresa brindara el servicio de energía eléctrica en el barrio “Lusitania”, y aunque en principio podría pensarse que no se encuentran legitimados para actuar, se tiene que todos indicaron ser residentes de dicho sector, motivo por el cual reclaman la protección del derecho a la vivienda digna, por tanto, frente a ese derecho si están legitimados para interponer esta acción constitucional. 
Ahora, en cuanto a la procedencia de la acción de tutela para resolver la pretensión de todos los demandantes –que la CHEC realice la conexión del servicio de energía eléctrica-, la Corte Constitucional en sentencia T-189/16 dejó en claro:

“[…] 3.1 En relación con la protección del derecho a la vivienda digna por vía de tutela, inicialmente la jurisprudencia de la Corte Constitucional la consideró improcedente, argumentando que al igual que otros derechos de contenido social, económico o cultural, este no otorgaba a la persona un derecho subjetivo para exigir al Estado en una forma directa e inmediata su plena satisfacción. La jurisprudencia constitucional lo calificaba como un derecho de carácter asistencial que debía ser desarrollado por el legislador y promovido por la administración y que solo podía producir efectos cuando se cumplían ciertas condiciones jurídico-materiales que podían hacerlos posibles, por lo cual en principio no era posible su protección por vía de tutela.
 
3.2 Aquella tesis fue moderada posteriormente por la Corte al señalar que era procedente la acción de tutela pese al carácter no fundamental del derecho a la vivienda digna, siempre que existiera una relación de conexidad con la vulneración de otros derechos fundamentales. Adicionalmente, se fueron incluyendo casos en los que atendiendo a criterios de justicia y equidad se hacía procedente en forma excepcional la acción de tutela para amparar el derecho a la vivienda digna. En el mismo sentido, el juez constitucional aplicó principios como el de la solidaridad para procurar la protección.
 
3.3 Finalmente, en lo que se ha considerado una tercera fase de la jurisprudencia constitucional con relación al derecho a la vivienda digna, este ha sido entendido como un derecho fundamental en sí mismo. Así se sostuvo en sentencia T-530 de 2011, en la que se resuelven dos casos acumulados relacionados con situaciones de desastre generadas por la ola invernal. Dentro de las consideraciones de la sentencia se sostiene que al juez constitucional no le está dado, sin más, desconocer la procedibilidad de la tutela argumentando el supuesto carácter no fundamental del derecho a la vivienda digna. Tampoco es apropiado que recurra al criterio de conexidad para negar la admisibilidad del amparo. Será a partir del análisis particular del caso concreto, el momento en el cual el juez debe hacer efectiva la protección constitucional valorando las circunstancias de debilidad manifiesta en las que se encuentre la persona en razón de sus condiciones físicas, mentales o económicas.

3.4 Conforme a la tesis acogida por esta Corporación, es procedente la acción de tutela para garantizar la protección de los derechos fundamentales, cuando resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas o de particulares y no existan otros mecanismos judiciales de defensa, salvo la inminencia de un perjuicio irremediable. Con relación a este perjuicio, el mismo debe ser: (i) inminente o próximo a suceder; (ii) grave; (iii) requerir medidas urgentes para superar el daño o la inminencia del perjuicio; y finalmente, (iv) estas medidas de protección deben ser impostergables para evitar la consumación del daño. –Subraya y negrilla de la Sala-
Descendiendo al caso concreto, y de conformidad con la citada jurisprudencia, se puede concluir que el derecho a la vivienda digna es considerado como un derecho fundamental, y ante la eventual vulneración del mismo la acción de tutela es procedente, siempre y cuando no exista otro medio de defensa judicial.

Como se indicó anteriormente, la entidad ya emitió una decisión por medio de la cual negó el servicio, y aunque la solicitud no la elevó ninguno de los accionantes, si queda la jurisdicción contencioso administrativa para que allí se debata si en efecto le asiste a los habitantes del barrio “Lusitania” el derecho de obtener tal servicio. Lo dicho, como quiera que la Ley 142/94 en su canon 134 establece: “Cualquier persona capaz de contratar que habite o utilice de modo permanente un inmueble,  a cualquier título, tendrá derecho a recibir los servicios públicos domiciliarios al hacerse parte de un contrato de servicios públicos […]”. Empero, la resolución 108/97 de la Comisión de Regulación de Energía y Gas en su artículo 17 dispone que el servicio se puede negar cuando la zona haya sido declarada como de alto riesgo, por tanto, esa situación no puede ser resuelta por la acción de tutela como quiera que la misma no debe convertirse en un medio alterno o supletorio de los mecanismos ordinarios que contempla el ordenamiento legal, como así lo ha dejado claro la Corte Constitucional, máxime que en el presente asunto no se observa la comisión de un perjuicio irremediable.

Y se concluye que no existe un perjuicio irremediable, porque ninguno de los accionantes demostró una condición especialísima que amerite la intervención urgente del juez de tutela, ni se hizo mención a un daño inminente o grave. 
Por lo anterior, y como quiera que en sentir de esta Corporación no se avizora la vulneración de los derechos fundamentales reclamados por el actor, se confirmará la providencia adoptada.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.) 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
             JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,
ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
� ALEJANDRO QUINTERO GONZÁLEZ, VIVIANA ZAPATA GARCÍA, LAURA ISABEL GUTIÉRREZ SÁNCHEZ, JORGE ELIECER LOAIZA OSORIO, MARÍA ENSUEÑO BEDOYA, ANDREA YULIETH LOAIZA OSORIO, OLGA VICTORIA ALZATE HERNÁNDEZ, GLORIA PATRICIA PUERTA AGUDELO, CLAUDIA MARÍN, YESSICA AMANDA GIRALDO SÁNCHEZ, ANGIE VIVIANA RONDÓN AGUIRRE, MÓNICA ANDREA GARCÍA PRADA, CONSUELO MARÍN, LINA MARÍA SOTO GALVIS, CARLOS ALBERTO GARCÍA DÍAZ, LUZ AIDE BUITRAGO, JOSÉ ANINAL LOAIZA OSORIO, PAOLA ANDREA TABORDA OCAMPO, DANIELA MEJÍA GIL, DIANA MARÍA ATEHORTUA VÁSQUEZ, NORBEY MARULANDA TORO, MARTHA GLADIS ARTEAGA MONTOYA, JOSÉ WILMAR GUARÍN, MAYDA ALEXA BOTERO DÍAZ, SANDRA YAMILEDT GONZÁLEZ OCAMPO, SANDRA MILENA GÓMEZ. 


� Juzgados Primero y segundo Penal municipal, primero y tercero civil municipal, todos de Dosquebradas (Rda.)


� Corte Constitucional, Auto 114 de 2008.


� Folio 8
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